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Sobre: 

Art. 20, Ley 272-
2003 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 
Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh 
 

García García, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

Gonzalo Gracia San Miguel y Boutique Hotels, Inc. (en 

adelante, los peticionarios) comparecen mediante Petición de 

Certiorari, en la cual, nos solicitan que revisemos la Resolución del 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (en adelante, el 

TPI) que declaró no ha lugar la solicitud de inconstitucionalidad 

del Artículo 20 de la Ley 272-2003, cuya infracción se imputa en 

las denuncias de epígrafe. 

De conformidad con nuestra orden para que se expresara 

sobre los méritos del recurso de los peticionarios, el Pueblo de 

Puerto Rico (en adelante, el recurrido) por conducto de la Oficina 

de la Procuradora General, presentó su Escrito en Cumplimiento 

de Orden. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

expide el auto de certiorari y se confirma la Resolución recurrida. 
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I 

El 9 de marzo de 2015 el Ministerio Público presentó dos 

denuncias contra los peticionarios por infracción al Art. 20 de la 

Ley 272-2003, 13 LPRA sec. 2271k.  Se les imputó apropiación 

ilegal de $426,076 por haber recaudado y retenido como hostelero 

el impuesto sobre el canon por ocupación de habitación fruto de 

las operaciones del Hotel San Juan Beach, importe que los 

peticionarios no remitieron a la Compañía de Turismo desde el 10 

de abril de 2007 al 10 de marzo de 2010. 

En enero de 2016 los peticionarios solicitaron la 

desestimación de los cargos imputados aduciendo que el Art, 20 de 

la Ley 272-2003 es inconstitucional por adolecer de vaguedad, 

porque viola el derecho contra la autoincriminación, e infringe la 

cláusula constitucional que prohíbe la imposición de castigos 

crueles e inusitados.  Señalan además, que la Ley 272-2003 es un 

estatuto contributivo y la penalidad que tiene persigue el propósito 

de combatir la evasión contributiva, mas no la apropiación ilegal.  

Arguyen que el delito por evasión contributiva no incluye 

apropiación de dinero ni requiere intención específica; solo 

requiere demostrar que se incumplió con la obligación de remitir el 

pago. 

Por su parte, el recurrido se opuso a la solicitud de los 

peticionarios, y señaló que el delito del Art. 20 se configura cuando 

una persona: (1) recauda el canon por habitación (2) pero no lo 

remite a la Compañía de Turismo.  Mientras, el Art. 27 (A) indica 

que el sujeto activo del delito es todo hostelero que tiene obligación 

de recaudar, retener y remitir a la Compañía de Turismo el 

impuesto fijado en el Art. 24 de la Ley.  El impuesto se debe remitir 

mensualmente y no más tarde del décimo día del mes siguiente al 

recaudo. 
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Sobre el planteamiento de vaguedad, nos dice el recurrido 

que una ley es inconstitucional cuando falla en proveer un aviso 

razonable a los ciudadanos de las conductas que proscribe, o 

cuando no se proveen suficientes guías a los funcionarios que 

están a cargo de ponerla en vigor, permitiendo una aplicación 

arbitraria y discriminatoria.  El Art. 20 no adolece de vaguedad 

pues da una clara advertencia del acto u omisión que se prohíbe. 

Por último, el recurrido arguye que el derecho a la no 

autoincriminación no opera cuando no existe una probabilidad real 

de que las contestaciones del sujeto a las preguntas del Estado 

sean utilizadas en su contra en un proceso criminal.  No obstante, 

la solicitud de documentos que la Ley dispone en el Art. 51 es, 

precisamente, para evitar penalidades civiles o criminales. El 

retenedor tiene una obligación de entregar una Declaración 

provista por la Compañía de Turismo por concepto del canon por 

ocupación de habitación; es decir, este documento no puede estar 

protegido por la cláusula contra la autoincriminación. 

El 8 de marzo de 2016 el tribunal celebró una vista 

argumentativa sobre la solicitud de los peticionarios, y ambas 

partes expusieron sus puntos.  Seguidamente, el 4 de abril de 

2016 el TPI dictó la Resolución aquí recurrida, mediante la cual, 

declaró No Ha Lugar la solicitud de los peticionarios sobre 

desestimación de las denuncias por nulidad o inconstitucionalidad 

del Art. 20.  Manifestó el foro de instancia, en su ampliamente 

fundamentada Resolución, que el Art. 20 era constitucional, no 

adolecía de vaguedad ni violaba el derecho a la no 

autoincriminación, y que tampoco constituía un castigo cruel e 

inusitado.  Consecuentemente, se ordenó la continuación de los 

procedimientos.  Apéndice, págs. 38-57. 

Luego de que el TPI rechazara la solicitud de reconsideración 

de los peticionarios, el 10 de junio de 2016 presentaron el recurso 
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de certiorari que nos ocupa, en el cual, le imputaron la comisión de 

los siguientes errores al TPI: 

Erró el [TPI] al no entender que el artículo 20 de 
la Ley 272 es vago por no estar clara cuál es la 
conducta que prohíbe, debido a que el mismo 

confunde el no remitir el impuesto por habitación 
dentro del término establecido con el delito de 

apropiación ilegal de fondos públicos, así declarando 
sin lugar la petición de decreto de inconstitucionalidad 
del mismo. 

 
Erró el [TPI] al entender que el artículo 20 no 

viola de su faz el derecho a no autoincriminarse a los 

hosteleros que incurren en deuda/delito, cuando éstos 
intentan llegar a un plan de pago para satisfacer dicha 

deuda/delito. 
 
El 22 de junio de 2016 el recurrido presentó su Escrito en 

Cumplimiento de Orden, en el cual, solicitó que confirmáramos la 

Resolución del TPI. 

II 

Expedición del recurso de certiorari en casos criminales 

Dispone la Ley de la Judicatura, Ley 201-2003, en su Art. 

4.006 (b), que nuestra competencia como Tribunal de Apelaciones 

se extiende a revisar discrecionalmente órdenes y resoluciones 

emitidas por el Tribunal de Primera Instancia. En casos criminales, 

la expedición de un auto de certiorari debe evaluarse a la luz de los 

criterios enumerados por la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXII-B; Pueblo v. Román Feliciano, 181 DPR 679, 690 

(2011).  Dicha Regla establece lo siguiente:  

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para analizar el problema. 

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
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D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA 
Ap. XXII-B, R. 40 

 
En síntesis, para poder ejercer debidamente nuestra facultad 

revisora sobre un caso es menester evaluar si, a la luz de los 

criterios enumerados en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

se justifica nuestra intervención, pues distinto al recurso de 

apelación, este Tribunal posee discreción para expedir el auto el 

certiorari.  Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 834, 837 

(1999).  De estar presente alguno de estos elementos, podemos 

ejercer nuestra discreción e intervenir con el dictamen recurrido.  

De lo contrario, estaremos impedidos de expedir el auto y por lo 

tanto deberá prevalecer la determinación del foro recurrido. 

Añádase que ninguno de los precitados criterios es 

determinante por sí solo para el ejercicio de nuestra discreción 

como tampoco se trata de una lista exhaustiva. García v. Padró, 

165 DPR 324, 334 (2005). La norma vigente es que un tribunal 

apelativo sólo intervendrá con las determinaciones interlocutorias 

discrecionales procesales del TPI, incluso post sentencia, cuando 

este haya incurrido en arbitrariedad, pasión, prejuicio o 

parcialidad, o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

581 (2009); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717 (2007); 

In re Ruiz Rivera, 168 DPR 246, 252-253 (2006); García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1 

(2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 664 
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(2000); Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 181 (1992); Lluch v. 

España Services Sta., 117 DPR 729, 745 (1986); Ex parte Valencia, 

116 DPR 909, 913 (1986). 

En fin, como foro apelativo, nos corresponde evaluar la 

corrección y razonabilidad de la decisión recurrida y la etapa del 

procedimiento en que se produce para determinar si es el momento 

apropiado para nuestra intervención. Este análisis también 

requiere determinar, si por el contrario nuestra intervención 

ocasionaría un fraccionamiento indebido o la dilación injustificada 

del litigio. Al analizar la procedencia de un recurso de certiorari, 

debemos tener presente su carácter discrecional que debe ser 

usado con cautela y solamente por razones de peso. Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 91 (2008); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001); Bco. Popular de PR v. Mun. de 

Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997). 

Ley 272-2003 

Como cuestión de umbral, brevemente nos referimos al 

trasfondo de la pieza legislativa en controversia. 

Conviene destacar que en reconocimiento de la necesidad y 

conveniencia de la unificación, fomento y protección de la 

capacidad competitiva del turismo en Puerto Rico, se creó la 

Compañía de Fomento de Turismo mediante la Ley Núm. 10 del 18 

de junio de 1970, 23 LPRA sec. 671a et seq., según enmendada.  

Posteriormente, se cambió el nombre a Compañía de Turismo en 

vista de la necesidad de ―crearle una identidad inconfundible‖. 

 Exposición de Motivos, Ley Núm. 141 del 3 junio de 1976. 

Desde los años 50, se había legislado en Puerto Rico para el 

cobro de un impuesto sobre la ocupación de habitaciones 

hoteleras.  Décadas luego, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley 

del Impuesto sobre el Canon por Ocupación de Habitación del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley 272-2003, con el fin de 
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transferir las responsabilidades y obligaciones de imponer, fijar, 

determinar, tasar, recaudar, fiscalizar, distribuir, reglamentar, 

investigar y sancionar el impuesto sobre el canon por ocupación de 

habitación del Departamento de Hacienda a la Compañía de 

Turismo.  Exposición de Motivos de la Ley 272-2003; 13 LPRA sec. 

2271a.  Igualmente, la Compañía de Turismo está facultada para 

investigar, intervenir y sancionar a violadores de la ley y para 

instar cualquier acción pertinente para que un tribunal ordene el 

cese de toda actividad o actuación que atente contra los propósitos 

de la Ley 272-2003, incluso referir casos al Secretario de Justicia 

para que inste los correspondientes cargos criminales.  13 LPRA 

secs. 2271a, 2271i-2271m y 2272n. 

La Ley 272-2003 define el canon por ocupación de 

habitación como ―la tarifa que deberá cobrar o facturar un 

hostelero por la ocupación de cualquier habitación de una 

hospedería, valorado en términos de dinero‖.  13 LPRA sec. 2271 

(8).  Esta definición incluye, ―el dinero recibido por la hospedería 

por concepto de habitaciones cobradas pero no utilizadas y por 

concepto de penalidades por habitación y por concepto de 

cualesquiera cargos, tarifas o impuestos adicionales (fees, resort 

fees y/o taxes) que cobre un hostelero por concepto de la estadía 

en una hospedería‖.  Íd. 

Más importante aún, y en lo aquí pertinente, el Art. 20 de la 

Ley 272-2003 lee de la siguiente manera: 

En aquellos casos en que cualquier persona 
recaudara el impuesto pero dejare de remitir a la 
Compañía el pago correspondiente por concepto del 

mismo dentro de los términos fijados por este capítulo 
o los reglamentos aprobados a su amparo, así 

apropiándose de bienes o fondos públicos 
pertenecientes al Gobierno del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico o de sus corporaciones públicas, será 

culpable del delito de apropiación ilegal agravada, con 
pena de reclusión por un término fijo de diez (10) años. 

 

La acción contra un contribuyente conforme a 
las disposiciones de esta sección no impedirá que la 



 
 

 
KLCE201601077 

 

8 

Compañía, en adición, pueda tomar cualquier otra 
acción autorizada por este capítulo o los reglamentos 

aprobados a su amparo.  13 LPRA 2271k. 
 

El Art. 27 abunda tocante a la responsabilidad del hostelero: 

(a) Todo hostelero tendrá la obligación de 

recaudar, retener y remitir a la Compañía el impuesto 
fijado en la sec. 2271o de este título. 

 

(b) Todo hostelero deberá prestar una fianza 
para garantizar el pago a tiempo del impuesto y de 

cualesquiera recargos, intereses, penalidades o multas 
administrativas que se le impongan a éste a causa de 
violaciones a las disposiciones de este capítulo y/o sus 

reglamentos. 
 

(c) La prestación de fianza, como garantía de 
pago, será por la cantidad y de acuerdo con los 
términos y condiciones que fije la Compañía mediante 

reglamentación aprobada al efecto. Dicha fianza 
deberá ser prestada ante la Compañía mediante 
depósito en efectivo, carta de crédito o a través de una 

compañía debidamente autorizada para prestar 
fianzas, conforme a las leyes del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico. 
 
(d) La omisión o incumplimiento del hostelero de 

prestar la fianza dentro del tiempo requerido por la 
Compañía podrá conllevar la imposición de multas 
administrativas, recargos, penalidades y la suspensión 

o revocación de los beneficios promocionales o 
contributivos otorgados por la Compañía. 

 
(e) La Compañía podrá retenerle a las 

hospederías que operen salas de juegos de azar, la 

proporción del rédito de tragamonedas que 
mensualmente le corresponde al concesionario de una 

licencia para operar salas de juego conforme a la "Ley 
de Juegos de Azar de Puerto Rico", secs. 71 et seq. del 
Título 15, con el único propósito de solventar 

cualquier deuda que el concesionario tuviera 
acumulada y pendiente de pago, por concepto del 
impuesto.  13 LPRA sec. 2271r. 

 
Entretanto, el Art. 28 establece el término que tiene el 

hostelero como agente retenedor para remitir el canon a la 

Compañía de Turismo. 

(a) Término. — Todo hostelero que, de acuerdo 
con la sec. 2271r de este título, esté obligado a 
recaudar y retener el impuesto remitirá mensualmente 

a la Compañía el importe total del impuesto recaudado 
durante el período comprendido entre el primero y el 
último día de cada mes. Esta remesa deberá hacerse 

no más tarde del décimo día del mes siguiente al que 
se recaude dicho impuesto. 
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(b) Declaración. — Se le requerirá a todo 
hostelero que declare sus entradas por concepto del 

canon por ocupación de habitación utilizando la 
declaración provista por la Compañía para ese 

propósito. Las entradas por concepto del canon por 
ocupación de habitación deberán declararse 
mensualmente en o antes del décimo día del mes 

siguiente al que se recaude dicho impuesto. La 
declaración deberá acompañar la remesa mensual 
referida en la sec. 2271r de este título. 

 
(c) Recibo. — Cualquier hostelero que efectúe un 

pago a la Compañía por concepto del impuesto, o de 
cualesquiera penalidades, multas, recargos o 
intereses, tendrá derecho a solicitarle a la Compañía 

un recibo formal, escrito o impreso, por la cantidad 
correspondiente al pago.  13 LPRA sec. 2271s. 

 
Precisa recordar que en Cía. de Turismo v. Mun. de Vieques, 

179 DPR 578, 587-588 (2010) se discutió el propósito de la Ley 

272-2003 y se aclaró que, ―el hotel actúa como un agente 

retenedor a quien el legislador le asignó la función de cobrar el 

impuesto luego de que surge la obligación del ocupante de pagarlo, 

y de remitirlo a la Compañía de Turismo‖.  (subrayado nuestro) 

Igualmente conviene referirnos a los Arts. 50 y 51 de la Ley 

272-2003, que respectivamente proveen lo siguiente: 

Con relación a cualquier actuación en el 
ejercicio de este capítulo que envuelva una acción 

tipificada en el Código Penal del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico incluyendo, pero sin limitarse a, delitos 

contra la función pública, contra el erario público y 
contra la fe pública, será responsabilidad de la 
Compañía referir dicha actuación al Secretario del 

Departamento de Justicia para que inste, a nombre 
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, aquellos 

procedimientos criminales que fueren necesarios para 
castigar[]los actos cometidos.  13 LPRA sec. 2272n. 

 

(a) El Director queda facultado para formalizar 
con un contribuyente un acuerdo de compromiso de 
pago por escrito mediante el cual se compromete a 

dejar sin efecto cualquier impuesto adeudado 
incluyendo, sin limitarse a, penalidades civiles o 

criminales, intereses, multas o recargos que sean 
aplicables a un caso con respecto a cualquier 
impuesto, antes de que dicho caso sea referido al 

Departamento de Justicia para la formulación de 
cargos. 

 
(1) Requisitos generales. — Cualquier 

compromiso de pago que se efectúe a tenor con las 

disposiciones de este inciso deberá ser autorizado por 
el Director, o su representante autorizado, quien 
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deberá justificar las razones para la concesión del 
compromiso de pago y quien deberá proveer la 

siguiente información en el expediente del caso: 
 

(A) Cantidad del impuesto adeudado. 
 
(B) Cantidad de intereses, recargos, multas o 

penalidades adicionales al impuesto adeudado.  
 

(C) Cantidad actual a pagar, conforme a los 

términos del compromiso de pago; 
 

(D) Análisis de la situación financiera del 
contribuyente que demuestre que el contribuyente 
posee capacidad de pago con relación a la cantidad 

actual que deberá pagar conforme al compromiso de 
pago. 

 
(E) Cualquier otro documento o evidencia que 

sea requerida por el Director, bajo cualesquiera reglas 

y reglamentos a ser aprobados por éste. 
 
(2) En ausencia de recursos. — Si el 

contribuyente no posee y/o presenta recursos 
suficientes para el pago del impuesto y las multas, 

recargos, intereses o penalidades que le sean 
aplicables, el Director, o su representante autorizado, 
deberá evaluar y determinar si el compromiso de pago 

es un método apropiado para el cobro de la deuda o 
deficiencia, en ausencia de recursos para asegurar el 
cobro de la misma.  (subrayado nuestro) 13 LPRA sec. 

2272o. 
 

En ese mismo orden de asuntos, el Reglamento Núm. 8395 

de 2013, conocido como el Reglamento del Impuesto Por 

Habitación, regula todo lo concerniente a los acuerdos o 

compromisos de pagos.  Véase Arts. 23-29 del Reglamento 8395.  

El referido cuerpo reglamentario solicita una serie de documentos 

y explicaciones por parte del hostelero deudor –por ejemplo, 

planillas, declaración jurada que explique por qué se hace oferta de 

pago menor, y cualquier otro historial respecto a la situación 

económico– a los fines de que la Compañía de Turismo analice si 

aprueba o no el acuerdo de compromiso de pago ofrecido por el 

hostelero.  Arts. 26 y 27 del Reglamento 8395. 

Principio de Legalidad 

Como corolario del principio de legalidad imperante en 

nuestro Estado de Derecho Constitucional, el poder punitivo del 
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Estado está limitado por varias doctrinas.  Entre estas, figura el 

impedimento de vaguedad, el cual exige que las conductas 

prohibidas estén definidas en la ley de manera clara y adecuada.  

En Boys and Girls Club v. Srio. de Hacienda, 179 DPR 746, 754-

756 (2010), se reseñó la doctrina de vaguedad y se reiteró que, 

―una ley adolece de vaguedad si: (1) una persona de inteligencia 

promedio no queda debidamente advertida del acto u omisión que 

el estatuto pretende prohibir y penalizar; (2) se presta a la 

aplicación arbitraria y discriminatoria, y (3) interfiere con el 

ejercicio de derechos fundamentales garantizados por la 

Constitución‖.  Íd., pág. 755, citando a Pueblo v. APS Healthcare of 

P.R., 175 DPR 368, 378 (2009); véase también, Danosa Caribbean 

v. Neg. Asist. Contr., 185 DPR 1008, 1029 (2012). 

Igualmente, no se puede condenar a una persona por actos 

que no han sido estatuidos como punibles.  Entiéndase que es 

necesario que la ley –además de definir el acto prohibido– indique 

claramente cuál es la pena aplicable.  Pueblo v. Ríos Dávila, 143 

DPR 687, 697 (1997). 

De otra parte, nuestro ordenamiento constitucional también 

brinda a toda persona, como protección fundamental, el derecho a 

no autoincriminarse.   A esos efectos, nuestra Carta de Derecho 

establece que ―[n]adie será obligado a incriminarse mediante su 

propio testimonio‖.  Art. II, Sec. 11, Const. ELA, LPRA, Tomo 1.  

Así, nos recuerda el Tribunal Supremo en Pueblo v. Sustache 

Torres, 168 DPR 350, 354 (2006) que, ―el derecho a no 

autoincriminarse se activa cuando concurren los siguientes tres 

requisitos: (1) el Estado obliga a alguien, (2) a incriminarse, (3) 

mediante su propio testimonio‖.  Esta protección aplica tanto en la 

esfera civil como criminal, formal o informal, en la que el 

testimonio compelido pueda incriminar en procesos penales 

futuros.  Íd., pág. 355. 
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III 

En apretada síntesis, nos atañe resolver si incidió el TPI al 

negarse a decretar la inconstitucionalidad del Art. 20 de la Ley 

272-2003.  Luego de detenidamente analizar las alegaciones de 

ambas partes, a la luz del Derecho aplicable previamente esbozado, 

concluimos que no erró el TPI al emitir el dictamen aquí recurrido. 

Los peticionarios señalan como errores del tribunal 

recurrido, denegar su petición de desestimación y no concluir que 

el Art. 20 de la Ley 272-2003 es vago, por no tener claro la 

conducta que prohíbe y porque confunde la omisión de remitir el 

impuesto dentro del término establecido con el delito de 

apropiación ilegal.  Como segundo error, señalan que incidió el 

tribunal al no estimar que el aludido Art. 20 viola el derecho a no 

autoincriminarse cuando se intenta llegar a un plan de pago para 

satisfacer una deuda.  Por las razones que a continuación 

consignamos, no se cometió ninguno de los señalamientos de error 

traídos por los peticionarios, por lo cual, no les asiste la razón. 

Los peticionarios arguyen en su primer señalamiento de 

error, que el Art. 20 de la Ley 272-2003 adolece de vaguedad 

porque equipara la retención del canon con el delito de apropiación 

ilegal de fondos públicos, y por tanto, no da un aviso adecuado de 

cuál es la conducta imputada. 

Los elementos de la conducta prohibida por el Art. 20 están 

claramente definidos: deber de recaudar el canon y remitirlo a la 

Compañía de Turismo; y retener la cuantía recaudada de manera 

ilegal.  Asimismo, el Código Penal de 2004, que rige las 

infracciones imputadas a los peticionarios (2007-2010) establecía 

claramente que el delito de apropiación ilegal no requería un 

elemento adicional de intención específica.  Cabe aquí destacar 

que, entre otras formas la apropiación ilegal se perfecciona cuando 

se ejerce control ilegal, o en cualquier forma se hace propio 

cualquier bien o cosa que no le pertenece, ya sea de manera 
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temporal o permanente.  Véase Arts. 14 (d), 23, 182, 192 y 193 del 

derogado Código Penal de 2004. 

Por todo lo cual, no puede existir duda alguna en una 

persona razonable, de inteligencia promedio, que la conducta 

prohibida por el Art. 20 de la Ley 272-2003, es la retención ilegal 

del canon que como ―agente retenedor‖ un hostelero tiene que 

remitir a la Compañía de Turismo.  El punctum temporis en que la 

apropiación del canon se torna ilegal es precisamente cuando el 

hostelero retiene los cánones adeudados y no los remite a la 

Compañía de Turismo en el plazo estatuido en la Ley 272-2003, en 

sus Arts. 20 y 28 (A), supra. 

En fin, al examinar las disposiciones pertinentes de la Ley 

272-2003, en particular el Art. 20, no advertimos que exista 

vaguedad alguna en la advertencia de la conducta vedada, ni 

mucho menos, en la pena aplicable.  De hecho, el Art. 20 clara y 

explícitamente advierte que la retención ilegal del canon constituye 

un delito de apropiación ilegal agravada.  El estatuto en cuestión 

tampoco deja espacio para que se aplique de modo arbitrario o 

caprichoso, ni interfiere indebidamente con derechos 

fundamentales.  Por todo lo cual, resulta improcedente el primer 

señalamiento de error de los peticionarios acerca de la supuesta 

vaguedad de la ley. 

En su segundo señalamiento de error, los peticionarios 

teorizan que el Art. 51 (A) (1) de la Ley 272-2003 infringe su 

derecho a no autoincriminarse debido a que ordena la 

presentación de documentos sobre la cuantía adeudada para fines 

de acordar un compromiso de pago.  Tampoco les asiste la razón. 

Expresamente el Art. 51 atiende lo relativo a un acuerdo de 

compromiso de pago y las exigencias afines.  En lo aquí pertinente, 

el Art. 51 explícitamente indica que los acuerdos de compromiso de 

pago proceden únicamente antes de que el caso de la deuda sea 

referido al Departamento de Justicia para la presentación de 
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cargos.  En el caso que nos ocupa, ya se presentaron denuncias 

contra los peticionarios.  Consecuentemente, la etapa en que se 

encuentra el caso de los peticionarios derrota su alegación sobre 

autoincriminación a raíz de la documentación que tendría que 

someter para un acuerdo de pago.  No obstante, la documentación 

requerida no parece irrazonable pues sirve para la Compañía de 

Turismo analizar si autoriza o no un acuerdo de pago.  Por el 

contrario, la documentación es pertinente para conocer, entre 

otras, la situación económica y las razones del hostelero para no 

poder pagar la cuantía recaudada. 

Añádase que la Ley 272-2003 exige que los agentes 

retenedores periódicamente sometan cierta documentación, como 

la declaración sobre recaudo de cánones, ello para fines de que la 

Compañía de Turismo pueda ejercer sus facultades y poderes.  

Según ya pudimos apreciar, la Compañía de Turismo está 

obligada, inter alia, a tasar y fiscalizar el canon, así como, 

―investigar, intervenir y sancionar‖, a los hosteleros agentes 

retenedores que infrinjan la ley y los reglamentos.  Véase, 13 LPRA 

secs. 2271a (a) y (b), y 2271s (b).  A tales fines, y en la particular 

situación fáctica de los peticionarios, no cabe elucubrarse una 

alegación de violación al derecho a la no autoincriminación.   

Es por todo lo antecedente, que la decisión del TPI se ajusta 

al Derecho aplicable pues representa una interpretación y 

aplicación correcta sobre la normativa del caso, por lo cual, 

procede confirmar el dictamen recurrido. 

IV 

Al tenor de los fundamentos antes expuestos, se expide el 

auto de certiorari y se confirma la Resolución del TPI. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


